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SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 

En Villaldama, Nuevo León, a 5 cinco de diciembre de 2025 dos mil veinticinco. 
 

 
Sentencia definitiva relativa a las diligencias de jurisdicción voluntaria para determinar 

medidas de apoyo y salvaguardias para la persona con diversidad funcional, 

promovidas por **********; procedimiento que se tramita bajo número de expediente 

judicial **********, del índice de este Juzgado Mixto del Noveno Distrito Judicial en el 

Estado. 

 

 
Glosario 

 

 

Actor o actora ********** 

Incapaz ********** 

CCNL Código Civil de Nuevo León. 

CPCNL Código de Procedimientos Civiles de Nuevo 
León. 

LOPJNL Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 

Constitución Federal Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

SCJN o Suprema Corte Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

CADH Comisión Nacional de Derechos Humanos. 

CDPD Convención sobre Derechos de las Personas con 
discapacidad. 

LGIPD Ley General para la Inclusión de las Personas con 
Discapacidad. 

 

 
Resultando 

 
1. Presentación de la solicitud de estado de intervención y nombramiento de 

tutor. Mediante escrito presentado el 2 dos de septiembre de 2025 dos mil veinticinco, 

ante este Juzgado Mixto, compareció **********; a promover diligencias de jurisdicción 

voluntaria para determinar medidas de apoyo y salvaguardias para la persona con 
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diversidad funcional, respecto de su tío materno **********; invocó en apoyo de su 

procedencia, las consideraciones fácticas que narran en su escrito y en las 

disposiciones legales que estimaron aplicables, terminando por solicitar que, en su 

oportunidad, se dictara sentencia favorable a sus pretensiones. 

 

 
2. Admisión y trámite de las diligencias. A través del proveído emitido en fecha 4 

cuatro de septiembre de 205 dos mil veinticinco, se admitió a trámite la solicitud para 

determinar medidas de apoyo y salvaguardias para la persona con diversidad 

funcional, respecto de **********, en virtud de encontrarse ajustada a derecho. 

 

 
3. Estado de resolución. Seguidos los demás trámites de ley, a petición de parte 

interesada, mediante resolución de fecha 10 diez de noviembre de 2025 dos mil 

veinticinco, este Juzgado Mixto, ordenó el dictado de la resolución definitiva 

correspondiente, la que es el caso pronunciar con estricto apego a derecho ; y, 

 

 
Considerando 

 

 
4. Naturaleza de la sentencia. El dictado de las sentencias se encuentra regulado 

en el artículo 19 del CCENL1, en relación con los numerales 400, 402 y 403 del 

CPCENL2. 

 

 
5. Competencia. Esta autoridad es competente para conocer del presente asunto 

conforme a lo dispuesto en los artículos 98, 99, 100, 111 fracción 1X, y 953 del 

CPCENL3, en relación con el diverso numeral 35 fracciones Il y VIII, de la LOPJENL4. 

 

 
6. Planteamiento del caso. Comparece la promovente promoviendo las presentes 

diligencias de jurisdicción voluntaria solicitando se le designe un auxiliar o 

acompañante a su tío, manifestando los hechos narrados en su escrito inicial y, los 

cuales sustentan la acción intentada. 
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7. Consideraciones previas. Antes de iniciar con el estudio de la presente acción, 

resulta pertinente hacer mención de las siguientes consideraciones: 

 
8. En sesión virtual del 17 dieciséis de junio de dos mil veintiuno, la Primera Sala de 

la SCJN resolvió el amparo directo número 4/20215, en la cual, como precedente 

obligatorio para todas las autoridades, realizó la declaratoria de inconstitucionalidad 

e inconvencionalidad de las normas que regulan la figura del estado de interdicción 

en la Ciudad de México. 

 

 
9. Consideró que, esta figura, no es compatible con lo establecido en el artículo 1 de 

la CPEUM, así como en diversas disposiciones internacionales, específicamente con 

la CDPD, en donde se parte de la premisa de la dignidad humana como principio y fin 

prioritario, por lo que, la figura de interdicción no resulta compatible con el 

reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad, ello en tanto que, 

de forma sustancial, niega o restringe a éstas el reconocimiento de su personalidad y 

capacidad jurídica plena. 

 
10. Estableciendo que no es factible que coexista el sistema legal del estado de 

interdicción, con el modelo social y de derechos humanos de la CDPD. 

 
11. En ese sentido, al tratarse de un precedente obligatorio en donde se declaró la 

inconstitucionalidad e inconvencionalidad de la norma, el suscrito Juez, se ve en la 

obligación de verificar si existe correlación entre el articulado que establece el 

sistema jurídico de la figura del estado de interdicción en la Ciudad de México con el 

del Estado de Nuevo León. 

 
12. De tal forma que la codificación civil de ambos Estados, establece lo siguiente: 
 
 

 

CUIDAD DE MÉXICO NUEVO LEÓN 

Artículo 23. La minoría de edad, el 
estado de interdicción y demás 

Artículo 23 Bis I. La minoría de 
edad, el estado de interdicción y las 
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incapacidades establecidas por la 
ley, son restricciones a la 
capacidad de ejercicio que no 
significan menoscabo a la dignidad 
de la persona ni a la integridad de 
la familia; los incapaces pueden 
ejercitar sus derechos o contraer 
obligaciones por medio de sus 
representantes. 

demás incapacidades establecidas 
por la ley, son restricciones a la 
personalidad jurídica; pero los 
incapaces pueden ejercitar sus 
derechos o contraer obligaciones 
por sí mismos o por medio de sus 
representantes, atendiendo a las 
características y circunstancias 
particulares de cada caso. 

Artículo 449. El objeto de la tutela 
es la guarda de la persona y bienes 
de los que no estando sujetos a 
patria potestad tienen incapacidad 
natural y legal, o solamente la 
segunda, para gobernarse por sí 
mismos. La tutela puede también 
tener por objeto la representación 
interina del incapaz en los casos 
especiales que señale la ley. En la 
tutela se cuidará preferentemente 
de la persona de los incapacitados. 
Su ejercicio queda sujeto en cuanto 
a la guarda y educación de los 
menores a las modalidades de que 
habla la parte final del artículo 413. 

Artículo 449. El objeto de la tutela 
es la guarda de la persona y 
bienes de los que no estando 
sujetos a patria potestad tienen 
incapacidad natural y legal, o 
solamente la segunda, para 
gobernarse por sí mismos. La 
tutela puede también tener por 
objeto la representación interina 
del incapaz en los casos 
especiales que señale la Ley. 

En la tutela se cuidará 
preferentemente de la persona de 
los incapacitados. Su ejercicio 
queda sujeto en cuanto a la 
guarda y educación de los 
menores a las modalidades de 
que habla la parte final del artículo 
413. 

Artículo 450. Tiene incapacidad 
natural y legal: 

 
[…]. 

 
II. Los mayores de edad que por 
causa de enfermedad reversible o 
irreversible, o que por su estado 
particular de discapacidad, ya sea 
de carácter físico, sensorial, 
intelectual, emocional, mental o 
varias de ellas a la vez, no puedan 
gobernarse, obligarse o manifestar 
su voluntad, por sí mismos o por 
algún medio que la supla. 

Artículo 450. Tiene incapacidad 
natural y legal: 

 
I. Los menores de edad; 

 

 
II. Los mayores de edad, con 

incapacidad o discapacidad 

originada por enfermedades o 

deficiencias persistentes de 

carácter físico, psicológico o 

sensorial que les impida 

gobernarse por si mismos o no 

puedan manifestar su voluntad por 

algún medio. 
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 III. Los sordo-mudos que no saben 

leer ni escribir; 

IV. Los ebrios consuetudinarios y 

los que habitualmente hacen uso 

inmoderado de drogas enervantes. 

Artículo 462. Ninguna Tutela 
puede conferirse sin que 
previamente se declare en los 
términos que disponga el Código 
de Procedimientos Civiles del 
Distrito Federal, el estado y grado 
de capacidad de la persona que va 
a quedar sujeta a ella. 

 
Tratándose de mayores de edad a 
que se refiere el artículo 450, 
fracción II de este Código, el Juez 
con base en dos diagnósticos 
médicos y/o psicológicos, 
escuchando la opinión de los 
parientes más cercanos de quien 
vaya a quedar bajo Tutela, emitirá 
la sentencia donde se establezcan 
los actos jurídicos de carácter 
personalísimo, que podrá realizar 
por sí mismo, determinándose con 
ello la extensión y límites de la 
Tutela. 

Artículo 462. Salvo el caso de la 
administración, la tutela no podrá 
conferirse sin que previamente se 
declare en los términos que 
dispone el Código Procesal de la 
materia, el estado de incapacidad 
de la persona que vá a quedar 
sujeto a ella. 

Artículo 466. El cargo de tutor 
respecto de las personas 
comprendidas en los casos a que 
se refiere la fracción II del artículo 
450 durará el tiempo que subsista 
la interdicción cuando sea 
ejercitado por los descendientes o 
por los ascendientes. El cónyuge 
tendrá obligaciones de 
desempeñar ese cargo mientras 
conserve su carácter de cónyuge. 
Los extraños que desempeñen la 
tutela de que se trata tienen 
derecho de que se les releve de 
ella a los diez años de ejercerla. 

Artículo 466. El cargo de tutor de 
la persona discapacitada con 
ausencia de capacidad mental, con 
ausencia de capacidad auditiva y 
del habla, ebrio consuetudinario y 
de los que habitualmente abusen 
de las drogas enervantes, durará el 
tiempo que subsista la interdicción, 
cuando sea ejercitado por 
descendientes o por ascendientes. 
El cónyuge solo tendrá obligación 
de desempeñar ese cargo mientras 
conserve su carácter de cónyuge. 
Los extraños que desempeñen la 
tutela de que se trata, tienen 
derecho de que se les releve de 
ella a los diez años de ejercerla. 
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Artículo 467. La interdicción de 
que habla el artículo anterior no 
cesará sino por la muerte del 
incapacitado o por sentencia 
definitiva, que se pronunciará en 
juicio seguido conforme a las 
mismas reglas establecidas para el 
de interdicción. 

Artículo 467. La interdicción de 
que habla el artículo anterior no 
cesará sino por la muerte del 
incapacitado o por sentencia 
definitiva, que se pronunciará en 
juicio seguido conforme a las 
mismas reglas establecidas para el 
de interdicción. 

Artículo 635. Son nulos todos los 
actos de administración ejecutados 
y los contratos celebrados por los 
incapacitados, sin la autorización 
del tutor, salvo lo dispuesto en la 
fracción IV del artículo 537. 

Artículo 635. Son nulos todos los 
actos de administración ejecutados 
y los contratos celebrados por los 
incapacitados, sin la autorización 
del tutor, salvo lo dispuesto en la 
fracción IV del artículo 537. 

Artículo 902. Ninguna tutela puede 
conferirse sin que previamente se 
declare el estado de minoridad o de 
incapacidad de la persona que va a 
quedar sujeta a ella. La declaración 
del estado de minoridad, o de 
incapacidad por las causas a las 
que se refiere la fracción ll del 
artículo 450 del Código Civil, 
pueden pedirse: 1° por el mismo 
menor si ha cumplido 16 años; 2°. 
por su cónyuge; 3°. por sus 
presuntos herederos legítimos; 4°. 
por su albacea; 5°. por el Ministerio 
Público; 6°. por la institución 
pública o privada, de asistencia 
social que acoja al hijo o hijos del 
presunto incapaz. Pueden pedir la 
declaración de minoridad tos 
funcionarios encargados de ello 
por el Código Civil. 

Artículo 914. Ninguna tutela puede 
conferirse sin que previamente se 
declare el estado de minoridad o de 
incapacidad de la persona que va a 
quedar sujeta a ella. La declaración 
de estado de minoridad o 
incapacidad puede pedirse: 

I. Por el mismo menor si ha 
cumplido catorce años; 

 
II.- Por su cónyuge; 

III.- Por sus presuntos herederos 
legítimos; 

IV.- Por el albacea; 

V.- Por el Ministerio Público. 
Pueden pedir la declaración de 
minoridad los funcionarios 
encargados de ello por el Código 
Civil. 

Artículo 904. La declaración de 
incapacidad por alguna de las 
causas a que re (sic) refiere el 
artículo 450, fracción Il, del Código 
Civil para el Distrito Federal: se 
acreditará en juicio ordinario que se 
seguirá entre el peticionario y un 
tutor interino que para tal objeto 
designe el juez. Como deligencias 
(sic) prejudiciales se practicarán 
las  siguientes:  l.-  Recibida  la 
demanda de interdicción, el juez 

Artículo 916. La declaración de 
incapacidad por causa de 
demencia que no resulte declarada 
en sentencia firme, se substanciará 
en la forma establecida en este 
Código para los incidentes y se 
seguirá entre el peticionario y un 
tutor interino que para tal efecto 
designe el juez, reservando a las 
partes el derecho que pueda 
asistirles    en    el    juicio 
correspondiente, El nombramiento 
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ordenará las medidas tutelares 
conducentes al aseguramiento de 
la persona y bienes del señalado 
como incapacitado; ordenará que 
la persona que auxilia a aquél de 
cuya interdicción se trata, lo ponga 
a disposición de los médicos 
alienistas o de la especialidad 
correspondiente o bien, informe 
fidedigno de la persona que lo 
auxilie u otro medio de convicción 
que justifique la necesidad de estas 
medidas. 

 
Il.- Los médicos que practiquen el 
examen deberán ser designados 
por el juez y serán de preferencias 
alienistas o de la especialidad 
correspondiente. Dicho examen se 
hará en presencia del juez previa 
citación de la persona que hubiere 
pedido la interdicción y del 
Ministerio Público, III.- Si del 
dictamen pericial resultare 
comprobada la incapacidad, o por 
lo menos hubiere duda fundada 
acerca de la capacidad de la 
persona cuya interdicción se pide, 
el juez proveerá las siguientes 
medidas: 

a).- Nombrar tutor y curador 
interinos, cargos que deberán 
recaer en las personas siguientes, 
si tuvieren la aptitud necesaria para 
desempeñarlos: padre, madre, 
cónyuge, hijos, abuelos y 
hermanos del incapacitado, Si 
hubiere varios hijos o hermanos 
serán preferidos los mayores de 
edad. En el caso de abuelos, frente 
a la existencia de maternos o 
paternos, el juez resolverá 
atendiendo a las circunstancias, En 
caso de no haber ninguna de las 
personas indicadas o no siendo 
aptas para la tutela el juez con todo 
escrúpulo debe nombrar como 
tutor interino a persona de 
reconocida honorabilidad, 
prefiriendo a la que sea pariente o 
amiga del incapacitado o de sus 
padres y que no tenga ninguna 

de tutor interino deberá recaer, por 
su orden, en las siguientes 
personas, si tuvieren aptitud 
necesaria para desempeñarlo: 
Cónyuge, padre, madre, hijas, 
hijos, abuelos, hermanas y 
hermanos del incapacitado. Si 
hubiere varios hijas, hijos, 
hermanas o hermanos, serán 
preferidos los de mayor edad. Si 
hubiere abuelos paternos y, 
maternos se preferirá a los varones 
y en caso de ser del mismo sexo, 
los que sean por parte del padre. 

En caso de no haber ninguna de 
las personas indicadas o no siendo 
aptas para la tutela, el juez con 
todo escrúpulo debe nombrar como 
tutor interino a persona de 
reconocida honorabilidad, 
prefiriendo a la que sea pariente o 
amigo del incapacitado o de sus 
padres y que no tenga ninguna 
relación de amistad o comunidad 
de intereses o dependencia con el 
solicitante de la declaración. El que 
dolosamente promueva la 
interdicción en los términos de este 
artículo, se le impondrán las penas 
a que se contrae la fracción IV del 
artículo siguiente. 
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relación de amistad o comunidad 
de intereses o dependencias con el 
solicitante de ta declaración. 

 
El Juez deberá recabar el informe 
del Archivo General de Notarias, 
sobre el registro de la designación 
de tutor cautelar, de la persona 
cuya interdicción se pide y, en su 
caso, los datos de la escritura del 
otorgamiento de las designaciones 
de tutor cautelar y curador, en su 
caso. 

Si el informe arroja que la persona 
de cuya interdicción se trata no 
hubiere designado tutor cautelar, el 
juez procederá a nombrar tutor y 
curador interinos, cargos que 
deberán recaer conforme al orden 
señalado en las personas 
señaladas en los párrafos que 
anteceden en ésta fracción. b).- 
Poner los bienes del presunto 
incapacitado bajo la administración 
del tutor interino. Los de la 
sociedad conyugal, si la hubiere, 
quedarán bajo la administración del 
otro cónyuge. c).- Proveer 
legalmente de la patria potestad o 
tutela o las personas que tuviere 
bajo su guarda el presunto 
incapacitado. De la resolución en 
que se dicten las providencias 
mencionadas en este artículo 
procede el recurso de apelación en 
el efecto devolutivo que será de 
tramitación inmediata. IV.- 
Dictadas las providencias que 
establecen las fracciones 
anteriores se procederá a un 
segundo reconocimiento médico 
del presunto incapacitado, con 
peritos diferentes, en los mismos 
términos que los señalados por la 
fracción H En caso de discrepancia 
con los peritos que rindieron el 
primer dictamen se practicará una 
junta de avenencia a la mayor 
brevedad posible y si no la hubiere 
el juez designará peritos terceros 
en discordia. V.- Hecho lo anterior 
el juez citará a una audiencia, en la 
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cual si estuvieren conformes el 
Tutor y el Ministerio Público con el 
solicitante de la interdicción, dictará 
la resolución que la declare. En 
caso de que en la resolución se 
haya declarado la interdicción, ésta 
deberá establecer el alcance de la 
capacidad y determinar la 
extensión y límites de la Tutela, en 
los términos enunciados en el 
segundo párrafo del Artículo 462 
del Código civil para el Distrito 
Federal. Si en dicha audiencia 
hubiera oposición de parte, se 
substanciará un Juicio Ordinario 
con intervención del Ministerio 
Público. 

 

Artículo 905. En el juicio ordinario 
a que se refiere el artículo anterior, 
se observarán las siguientes 
reglas: 

I.- Durante el procedimiento 
subsistirán las medidas decretadas 
conforme al artículo anterior y se 
podrán modificar por cambio de 
circunstancias o por la aportación 
de nuevos datos que funden su 
conveniencia. II.- El presunto 
incapacitado será oído en juicio, si 
él lo pidiera, independientemente 
de la representación atribuida al 
tutor interino. 

IIl.- El estado de incapacidad puede 
probarse por cualquier medio 
idónea de convicción; pero en todo 
caso se requiere la certificación de 
dos médicos o psicólogos, por lo 
menos, preferentemente de 
instituciones de salud oficiales. 
Cada parte puede nombrar un 
perito médico para que intervenga 
en la audiencia y rinda su dictamen. 
El examen del presunto 
incapacitado se hará en presencia 
del Juez, con citación de las partes 
y del Ministerio Público. El juez 
podrá hacer al examinado, a los 
médicos, a las partes y a los 
testigos cuantas preguntas estime 
convenientes para calificar el 
resultado de las pruebas. 

Artículo 917. En el incidente que 
se refiere el artículo anterior se 
observarán las siguientes reglas: 

l.- Mientras no se pronuncie 
sentencia irrevocable la tutela 
interina debe limitarse a los actos 
de mera protección a la persona y 
conservación de los bienes del 
incapacitado. Si ocurriere Urgente 
necesidad de otros actos el tutor 
interino podrá obrar 
prudentemente previa autorización 
judicial; 

ll. El estado de demencia puede 
probarse  con  testigos 
documentos, pero en todo caso se 
requiere la certificación de tres 
médicos cuando menos, que hayan 
realizado un examen físico para 
verificar el estado de demencia, 
retraso mental moderado, grave o 
profundo, alguna otra enfermedad 
o trastorno mental cuya gravedad 
impida un  adecuado 
funcionamiento de sus facultades; 
El tutor puede nombrar un médico 
para que tome parte en la 
audiencia y se oiga su dictamen; 
Para el caso de interdicción de las 
personas con discapacidad que 
presenten sindrome down, o 
discapacidad   intelectual 
permanente, genética o adquirida, 
éstas también podrá certificarse, 
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IV.- Mientras no se pronuncie 
sentencia irrevocable, la tutela 
interina debe limitarse a los actos 
de mera protección a la persona y 
conservación de los bienes del 
incapacitado. Si ocurriere urgente 
necesidad de otros actos, el tutor 
interino podrá obrar 
prudentemente, previa autorización 
judicial. 

V.- Una vez que cause ejecutoria la 
sentencia de interdicción se 
procederá a nombrar y discernir el 
cargo de tutor o en el caso de 
excepción, los cargos de tutores 
definitivos, delimitando su 
responsabilidad de acuerdo a la 
ley. 

VI.- El tutor interino deberá rendir 
cuentas al tutor definitivo con 
intervención del curador. 

VIl.- Las mismas reglas en lo 
conducente se observará (sic) para 
el juicio que tenga por objeto hacer 
cesar la interdicción. 

VIIl.- El que dolosamente 
promueva juicio de incapacidad, 
será responsable de los daños y 
perjuicios que con ello ocasione, 
independientemente de la 
responsabilidad penal que fije la ley 
de la materia. 

según sea el caso, mediante fa 
exhibición en la solicitud de un 
examen cariotipo para demostrar la 
existencia del trisomía veintiuno, el 
tamiz neonatal, o cualquier otro 
medio científico que pueda 
determinarlo, expedido por 
cualquier institución médica de la 
entidad, certificada para realizar 
este tipo de pruebas por la 
Secretaría de Salud del Estado. 

III.- Si la sentencia de primera 
instancia fuere declaratoria de 
estado, proveerá el juez aunque 
fuere apelada, o antes si hubiere 
necesidad urgente, a la patria 
potestad o tutela de las personas 
que estuvieren bajo la guarda del 
presunto incapacitado y a nombrar 
curador que vigile los actos del 
tutor interino en la administración 
de los bienes y cuidados de la 
persona; 

V.- El que promueva dolosamente 
la interdicción incurrirá en las 
penas que la Ley impone por 
falsedad y calumnia y sin perjuicio 
de la responsabilidad civil en que 
incurra, deberá pagar una multa de 
doscientas cincuenta a mil cuotas, 
que se distribuirá por mitad entre el 
supuesto incapacitado y el tutor 
interino; 

V.- Luego que cause ejecutoria la 
sentencia de interdicción se 
proveerá a discernir el cargo al 
tutor propietario en los términos de 
la ley. deberá recaer, por su orden, 
en las siguientes personas, si 
tuvieren aptitud necesaria para 
desempeñarlo: Cónyuge, padre, 
madre, hijas, hijos, abuelos, 
hermanas y hermanos del 
incapacitado. Si hubiere varios 
hijas, — hijos, hermanas o 
hermanos, serán preferidos los de 
mayor edad. Si hubiere abuelos 
paternos y, maternos se preferirá a 
los varones y en caso de ser del 
mismo sexo, los que sean por parte 
del padre. En caso de no haber 
ninguna de las personas indicadas 
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 o no siendo aptas para la tutela, el 
juez con todo escrúpulo debe 
nombrar como tutor interino a 
persona de reconocida 
honorabilidad, prefiriendo a la que 
sea pariente o amigo del 
incapacitado o de sus padres y que 
no tenga ninguna relación de 
amistad o comunidad de intereses 
o dependencia con el solicitante de 
la declaración. El que dolosamente 
promueva la interdicción en los 
términos de este artículo, se le 
impondrán las penas a que se 
contrae la fracción 

IV del artículo siguiente. 

 

 
13. Como puede apreciarse, las disposiciones normativas del Estado de Nuevo León 

ya citadas, son correlativas a las disposiciones declaradas como inconstitucionales e 

inconvencionales por la Primera Sala de la SCJN. 

 
14. En razón de ello, esta autoridad hace suyos los argumentos señalados por la 

Primera Sala, en cuanto a que: 

 
15. Primeramente, que el instrumento que se considera como el paradigma normativo 

del modelo social y de derechos es la CDPD, mediante el cual se abandonó la 

consideración de la persona con discapacidad como objeto de políticas asistenciales 

o programas de beneficencia y se reconoció su personalidad, capacidad jurídica y 

condición como sujeto de derechos. 

 
16. Por tanto, todo ordenamiento jurídico debe reconocer, en todo momento, que las 

personas con discapacidad son sujetos de derechos con plena personalidad jurídica 

en igualdad de condiciones que las demás personas. 

 
17. Reconociéndose que nos encontramos ante una nueva realidad constitucional, en 

la que se requiere dejar atrás pautas de interpretación formales que supongan una 
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merma en los derechos de las personas con discapacidad; lo que, conlleva cierta 

flexibilidad en la respuesta jurídica, a fin de atender las especificidades del caso 

concreto y salvaguardar el principio de igualdad y no discriminación. 

 
18. Para poder entender esta nueva realidad, debemos de partir de la definición o 

conceptualización de discapacidad, la cual ha ido evolucionando a lo largo del tiempo, 

tal y como ya lo estableció la Primera Sala de la SCJN al resolver el amparo en 

revisión 410/2022, y de donde derivó el siguiente criterio: 

 

 
“DISCAPACIDAD. SU ANÁLISIS JURÍDICO A LA LUZ DEL MODELO SOCIAL 
CONSAGRADO EN LA CONVENCIÓN SOBRE DERECHOS DE LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD.” […]. 

 

19. Como se puede observar, actualmente, podemos conceptualizar la discapacidad 

como el resultado de la interacción entre las personas con deficiencias y el entorno, 

las barreras y actitudes sociales que impiden su participación plena y efectiva en la 

sociedad en igualdad de condiciones que las demás. 

 
20. En ese sentido, se debe de entender la discapacidad como una desventaja 

causada por las barreras que la organización social genera, esto, al no atender de 

manera adecuada las necesidades de las personas con discapacidad. De ahí que, 

debamos de dejar de entender la discapacidad como una enfermedad, pues de 

hacerlo, ello trae implicaciones en el modo de concebir y regular los temas 

relacionados con la discapacidad, trayendo también consecuencias profundas en el 

ámbito jurídico. 

 
21. Asimismo, se coincide con lo señalado por la Primera Sala en el sentido de que, 

el análisis de toda normativa que aborde el tema de las personas con discapacidad 

debe de hacerse desde la perspectiva de los principios de igualdad y no 

discriminación. 
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22. Para esto, debemos de replantearnos la discapacidad y sus consecuencias 

jurídicas y, apartarnos del binomio conceptual normal-anormal, prefiriendo una 

interpretación en clave de derechos humanos en la cual se respete la diversidad como 

condición inherente a la dignidad humana, teniendo siempre presente la CDPD, y 

optando siempre por aquella solución jurídica que la haga operativa. 

 

 
23. Con esto en mente, tenemos que, nuestro CCENL, al regular la figura de 

interdicción, en sus numerales 23 Bis I y 450 señala: 

 
Artículo 23 bis I. La minoría de edad, el estado de interdicción y las demás 
incapacidades establecidas por la ley, son restricciones a la personalidad jurídica; 
pero los incapaces pueden ejercitar sus derechos o contraer obligaciones por sí 
mismos o por medio de sus representantes, atendiendo a las características y 
circunstancias particulares de cada caso. 

 

 
Artículo 450. Tienen incapacidad natural y legal: 

 
I.- Los menores de edad; 

 
II.- Los mayores de edad, con incapacidad o discapacidad originada por 

enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico, psicológico o sensorial 

que les impida gobernarse por sí mismos o no puedan manifestar su voluntad por 

algún medio. 

III.- Los sordo-mudos que no saben leer ni escribir; 

 
IV.- Los ebrios consuetudinarios y los que habitualmente hacen uso inmoderado de 

drogas enervantes. 

 

 

24. De estos preceptos, es clara la distinción que se realiza por razón de 

discapacidad, esto a través del régimen de interdicción. 

 

 
25. Y, si bien, se reconoce que el estado de interdicción ha tenido como finalidad la 

protección de las personas con discapacidad, también lo es que se parte de una 

premisa de sustitución de la voluntad, paternalista y asistencialista, la cual no 

reconoce los derechos humanos, pues se busca la designación de un tutor que adopte 

las decisiones legales de la persona con discapacidad. Además de centrarse en la 
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emisión de un dictamen emitido por un médico, el cual se centra en las deficiencias 

de las personas y con las cuales se justifica la privación de la capacidad jurídica. 

 

 
26. Pudiendo concluirse que, el juicio de interdicción, se centra en las deficiencias en 

vez de considerar las barreras del entorno, de ahí que, la Primera Sala de la SCJN, 

estime que esta figura es una restricción desproporcionada al derecho a la capacidad 

jurídica, representando una injerencia indebida que no armoniza con la CDPD, al 

tener repercusión sobre otros derechos, como el derecho al acceso a la justicia, el 

derecho a la igualdad y no discriminación, el debido proceso, el derecho de audiencia, 

el derecho a una vida independiente, el derecho a la privacidad, el derecho a la 

libertad de expresión, el derecho a la participación e inclusión en la sociedad, entre 

otros. 

 

 
27. Supresión de la capacidad jurídica que supone una sustitución completa de la 

voluntad de la persona con discapacidad, al señalar el numeral 23 Bis I, que los 

incapaces sólo podrán ejercer sus derechos a través de sus representantes. 

Concluyendo que, la figura de la interdicción representa el más claro ejemplo del 

modelo de sustitución de la voluntad. 

 

 
28. Ahora, en relación con la cuestión de las personas con discapacidad, el artículo 

12 de la CDPD, señala: 

 
Igual reconocimiento como persona ante la ley. 

 
Artículo 12. Igual reconocimiento como persona ante la ley. 

 
1. Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho en 

todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

 
2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen capacidad 

jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida. 
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3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las 
personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su 
capacidad jurídica. 

 
4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la 

capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir 
los abusos de conformidad con el derecho internacional en materia de derechos 
humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, 
que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y 
adaptadas a las circunstancias de la persona, que se apliquen en el plazo más corto 
posible y que estén sujetas a exámenes periódicos, por parte de una autoridad o un 
órgano judicial competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán 
proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de 
las personas. 

 
5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán todas 

las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las 
personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser 
propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener 
acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras 
modalidades de crédito financiero, y velarán por que las personas con discapacidad 
no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria. 

 

 

29. De este se desprende que, la CDPD, no permite el negar la capacidad jurídica 

con base en la deficiencia, sino que exige se proporcione el apoyo necesario para el 

ejercicio de la referida capacidad jurídica. 

 
30. Asimismo, el artículo 2 de la CDPD indica: 

 
Artículo 2. Definiciones. 

 
A los fines de la presente Convención: 

 
La ―comunicación‖ incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, la 
comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, así 
como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de 
voz digitalizada y otros modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de 
comunicación, incluida la tecnología de la información y las comunicaciones de fácil 
acceso; 
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Por ―lenguaje‖ se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de señas y otras 
formas de comunicación no verbal; 

 
Por ―discriminación por motivos de discapacidad‖ se entenderá cualquier distinción, 
exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto 
de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de 
condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los 
ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las 
formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables; 

 
Por ―ajustes razonables‖ se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias 
y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se 
requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el 
goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales; 

 
Por ―diseño universal‖ se entenderá el diseño de productos, entornos, programas y 
servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida posible, sin 
necesidad de adaptación ni diseño especializado. El ―diseño universal‖ no excluirá las 
ayudas técnicas para grupos particulares de personas con discapacidad, cuando se 
necesiten. 

 

31. Por tanto, por un lado, tenemos que, la manera correcta de entender la 

discapacidad es, como una interacción entre las personas con deficiencias y las 

barreras sociales; y, por otro que, de negar o limitar la capacidad jurídica, 

vulneraríamos el derecho al igual reconocimiento como persona ante la ley, lo que 

constituiría una violación a la citada convención, así como al artículo 1° de nuestra 

CPEUM. 

 

 
32. Ahora, al interpretar el ya citado artículo 12 de la CDPD, el Comité sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad‖, expresó que el derecho al igual 

reconocimiento como persona ante la ley entraña que la capacidad jurídica es un 

atributo universal inherente a todas las personas, misma que se debe de mantener 

para las personas con discapacidad en igualdad de condiciones que las demás, 

enfatizando que, no hay ninguna circunstancia que permita privar a una persona del 

derecho al reconocimiento como tal ante la ley o que permita limitar ese derecho. 
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33. Otro de los aspectos que señala la Primera Sala de la SCJN, y los cuales comparte 

esta autoridad, es lo relativo con la distinción entre capacidad jurídica y capacidad 

mental. 

 

 
34. Establece que, la capacidad jurídica consiste, tanto en la capacidad de ser titular 

de derechos y obligaciones (capacidad de goce) como en la capacidad de ejercer 

esos derechos y obligaciones (capacidad de ejercicio). 

 

 
35. Mientras que, la capacidad mental se refiere a la aptitud de una persona para 

adoptar decisiones, aptitud la cual, varía de una persona a otra y puede ser diferente 

para una persona determinada en función de muchos factores, como pueden ser 

ambientales y sociales. 

 

 
36. De ahí, se estima que, el que una persona tenga una discapacidad o deficiencia, 

nunca debe de ser motivo para negarle capacidad jurídica ni derecho alguno. Es decir, 

acorde con el citado artículo 12 de la CDPD, los déficit en la capacidad mental no se 

deben de utilizar como una justificación para negar la capacidad jurídica de una 

persona. 

 

 
37. Estableciendo, textualmente, la Primera Sala de la SCJN, en el párrafo 80 de la 

sentencia en comento que: ―el derecho a la capacidad jurídica no es una cuestión de 

inteligencia en las decisiones que se adoptan, ni debe estar ligada a las condiciones 

mentales. Se basa simplemente en el reconocimiento de la voluntad de todo ser 

humano como elemento central del sistema de derechos.‖, 

 

 
38. Ahora, con la finalidad de que una persona con discapacidad pueda ejercer su 

capacidad jurídica, debemos de atender a lo señalado dentro del propio artículo 12 

de la CDPD, en el sentido de que será necesario que se proporcionen apoyos y 

salvaguardias. 
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40. Para ello, se debe de asumir que, cada tipo de discapacidad es diferente y que 

requerirá de medidas específicas en virtud de las condiciones propias de la persona 

y de sus requerimientos personales, con la finalidad de que pueda ejercer, 

plenamente y por sí misma, su autonomía y todos sus derechos. 

 

 
41. Debiendo entender como el sistema de apoyo, al mecanismo establecido en la 

Convención para hacer efectivos los derechos de las personas con discapacidad, 

garantizar su autonomía en las actividades de la vida cotidiana y fortalecer el ejercicio 

de la capacidad jurídica. Apoyos los cuales, deberán de estar enfocados a facilitar la 

expresión de una voluntad libre y verdadera, por lo que se incluyen todas aquellas 

medidas que sean necesarias para ayudar a la persona con discapacidad a ejercer 

su capacidad jurídica en igualdad de condiciones que las demás personas. 

 

 
42. De ahí que, el sistema de apoyos deba ser diseñado a partir de las necesidades 

y circunstancias concretas de cada persona y en cada etapa de su vida. 

 

 
43. Señalando la Primera Sala que, este sistema de apoyos, debe de cumplir con 

cuatro elementos: 

 
1. Disponibilidad. Debe disponerse de arreglos y servicios de apoyo adecuados y en 
cantidad suficiente para todas las personas con discapacidad, estableciendo un 
sistema en el marco del derecho interno que incluya apoyos para la comunicación, la 
adopción de decisiones y la movilidad, asistencia personal, servicios relacionados con 
el sistema de vida y servicios comunitarios, garantizando la existencia de 
profesionistas fiables, cualificados y capacitados, así como dispositivos técnicos y 
tecnologías de apoyo para las personas con discapacidad. 

 
2. Accesibilidad. Se refiere que los arreglos y servicios de apoyo deben ser accesibles 
para todas las personas con discapacidad, en especial las más desfavorecidas, sin 
discriminación alguna; por lo que, deben de ser razonables, proporcionadas y 
transparentes, 

 
3. Aceptabilidad. El Estado deberá de adoptar todas las medidas que procedan para 
asegurar que los programas de apoyo incorporen un enfoque basado en los derechos, 
se proporcionen a título voluntario y respeten los derechos y dignidad de las personas 
con discapacidad. 
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4. Posibilidad de elección y control. El Estado debe diseñar arreglos y servicios de 
apoyo a las personas con discapacidad para que, elijan y controlen, de forma directa, 
planificando y dirigiendo su propio apoyo, mediante diversas medidas, como es la 
financiación individual, así como decidir quién les presta el apoyo y el tipo y nivel de 
apoyo que desean recibir. 

 

44. En cuanto a las salvaguardias, estas, tienen como finalidad asegurar que las 

medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la 

voluntad y las preferencias de la persona con discapacidad y, que no haya conflicto 

de intereses ni influencia indebida. Por tanto, las salvaguardias están sujetas a 

exámenes periódicos y se pueden incluir mecanismo de rendición de cuentas. 

 

 
45. Como puede observarse, con las consideraciones efectuadas por la Primera Sala 

de la SCJN, mediante el sistema de apoyos y salvaguardias, se sustituye el ―interés 

superior‖ por la ―mejor interpretación posible de la voluntad y las preferencias‖. De tal 

forma que, cuando una persona con discapacidad manifieste, de algún modo, su 

voluntad, acorde con la mejor interpretación posible, se debe de establecer y respetar 

los mecanismos necesarios para que esa manifestación no sufra detrimento ni sea 

sustituida. 

 

 
46. Por tanto, podemos concluir que, acorde con el mayor interés, no se puede 

permitir que otra persona decida por la persona con discapacidad, sino que se debe 

de procurar que esta última disponga del máximo de autonomía para tomar decisiones 

por sí misma; esto a través de mecanismos de asistencia para que puedan tomar sus 

propias decisiones al igual que los demás miembros de la sociedad. 

 

 
47. Bajo este orden de ideas, esta autoridad, estima que, el sistema de interdicción 

contemplado en nuestra legislación, no es acorde con la premisa de la dignidad 

humana como principio y fin prioritario de la CDPD, ni tampoco resulta compatible con 

el reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad. 
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48. Pues este sistema, restringe y niega la capacidad jurídica plena de la persona con 

discapacidad y le impone una tutela para que, a través de esta, se realice el ejercicio 

de sus derechos, construyéndose así, en un sistema sustitutivo de la voluntad, 

desplazando a la persona con discapacidad y colocándola, por decirlo así, detrás de 

un tutor. 

 

 
49. Por lo que, al resultar violatorio de los derechos humanos, el suscrito Juez declara 

la inaplicación del sistema de interdicción que actualmente impera en nuestro 

Código Civil y de Procedimientos Civiles, pues se considera que no se ajusta a la 

normativa constitucional e internacional, pues no permiten, de manera alguna, el libre 

ejercicio de la voluntad de la persona con discapacidad, ni tampoco se respeta su 

autonomía e independencia. 

 

 
50. Como apoyo de lo anterior‖, se citan los siguientes criterios pronunciados por la 

Primera Sala de la SCJN: 

 

 
“PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL DÉFICIT DE LA CAPACIDAD MENTAL NO 
DEBE UTILIZARSE COMO JUSTIFICACIÓN PARA NEGARSE SU CAPACIDAD 
JURÍDICA.” […]. 

 
“PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL ESTADO DE INTERDICCIÓN VULNERA 
SU DERECHO A SU VIDA INDEPENDIENTE Y A SER INCLUIDAS EN LA 
COMUNIDAD AL NEGARLES LA CAPACIDAD JURÍDICA.” […]. 

 
“PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA FIGURA DE “ESTADO DE 
INTERDICCIÓN” FOMENTA ESTEREOTIPOS QUE IMPIDEN SU PLENA 
INCLUSIÓN EN LA SOCIEDAD.” […]. 

 

51. Como corolario de lo anterior, considerando la naturaleza de la acción y, tomando 

como base los argumentos señalados en párrafos anteriores y, al haber considerado 

esta autoridad que, el juicio sobre declaración de estado de interdicción y 

nombramiento de tutor, no es compatible con la normativa Constitucional e 

Internacional, lo que procede en el presente caso es establecer las medidas de apoyo 

y salvaguardias para la persona con discapacidad. 
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52. En esa tesitura, se procede al análisis de la cuestión planteada en el presente 

asunto. 

 

 
53. Decisión judicial. Habiendo efectuado el análisis anterior, esta autoridad procede 

a realizar las siguientes acotaciones en el presente caso en específico: 

 

 
54. El presente asunto se instauró a petición de ***** ***** ****** *******, quien resulta 

ser sobrina de **** **** ***** ******. 

 

 
55. Lo anterior, según se desprende de las documentales que se anexaron al escrito 

inicial, consistentes en: 

 

 
a) Acta número **********, libro **********, de fecha 

**********de**********de**********, levantada ante la fe del Oficial 
**********del Registro Civil de *********, Nuevo León, relativa al 
nacimiento de **********. 

 
b) Acta número **********, libro *, de fecha ** ******** de ***** de **** *** ****** 

****** *********, levantada ante la fe del Oficial **********del Registro Civil 
de ********, Nuevo León, relativa al nacimiento de **** ***** **********. 

 
c) Acta número **********, libro *, de fecha **********de **********de **** *** 

******** ***** ****, levantada ante la fe del Oficial ******* del Registro Civil 
de *******, Nuevo León, relativa al matrimonio entre ******** ***** ******* 
y ****** ****** ******. 

 
a) Acta número **, libro *, de fecha ******** de **** de ********* **********, 

levantada ante la fe del Oficial ******* del Registro Civil de ********, 
Nuevo León, relativa al deceso de **********. 

 
d) Acta número ****, libro **, de fecha ** ****** de ******* de **** *** ******* 

******* * ****, levantada ante la fe del Oficial ****** del Registro Civil de 
*********, Nuevo León, relativa al deceso de ****** **********. 
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56. Documentos públicos los anteriores, a los que se les otorgan valor probatorio 

pleno conforme a lo establecido en los artículos 287 fracción IV y 369 del CPCENL, y 

con las cuales se justifica que ******* ****** ******* y ***** ***** ********, son los padres 

de **** **** **********, así como que ***** ***** ******, es su sobrina; así también, que 

sus padres de nombres ******** ******* ******* y ****** ******* ********, ya fallecieron. 

 

 
57. Manifiesta la promovente que, el motivo que originó este procedimiento, lo es el 

que su tío padece – secuela de poliomielitis – por lo cual su capacidad motriz se ha 

visto afectada, que tiene derecho a que se le designe un auxiliar o acompañante por 

si llegara a requerir realizar algún trámite. 

 

 
58. Asimismo, obra en autos el desahogo de la prueba testimonial ofrecida a cargo 

de ******** ******* *********, ******** ******* ******* y ******** ******* *******, dentro de la 

cual, los aludidos testigos, manifestaron conocer a ******** ******* *******, las dos 

primeras porque es su sobrino y la tercera porque es su tío; que lo conocen las dos 

primeras desde hace más de 30 treinta años y la última retiró que de toda la vida; 

que saben que no cuenta con bienes propios; que saben que vive con 

********************, en el domicilio ubicado en la calle **********, número **********, en 

el centro de **********; que saben que no puede valerse por sí mismo; que tiene 

conocimiento **********, se encarga de la atención y el cuidado de ******** ******* 

*******, en virtud de que, no se puede valer por sí mismo; que el trámite de las 

presentes diligencias es porque en el **********, le pidieron un tutor. 

 

 
59. Medio de prueba el anterior al cual se le concede valor probatorio pleno atento a 

los artículos 380 y 381 del CPCENL, por cuanto a que las testigos depusieron de 

manera uniforme y coincidente respecto a la sustancia de los hechos que narraron y 

los cuales tienen relación con los hechos vertidos por sus oferentes, teniendo los 

testigos conocimiento pleno de ellos, en virtud de ser, hermanas de la persona 
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respecto de quien se promueven las presentes diligencias, además de que conviven 

con ella habitualmente. 

 

 
60. Pues bien, no obstante de los señalamientos establecidos en el considerando 

anterior, esta autoridad tiene a bien otorgarle eficacia jurídica a los medios de prueba 

ofrecidos por la denunciante, únicamente en cuanto a que ******** ******* ******* 

padece – secuela de poliomielitis – por lo cual su capacidad motriz se ha visto 

afectada. 

 

 
61. Esto, ya que, de otorgarle valor probatorio o eficacia jurídica para demostrar una 

limitante derivada de la condición de salud, sería tanto como atentar contra la dignidad 

humana de **********, restringiéndole el reconocimiento de su personalidad y 

capacidad jurídica. 

 

 
62. En ese sentido, se reconoce por esta Autoridad, la existencia de una capacidad 

diferente en la persona de **********, por lo que, atendiendo a la nueva realidad 

constitucional y, considerando a esta discapacidad como una desventaja causada por 

las barreras que la organización social genera, es el caso proceder a establecer un 

sistema de apoyos y salvaguardias. 

 

 
63. Lo anterior, de conformidad con lo establecido en las tesis aisladas pronunciadas 

por la Primera Sala de la SCJN: 

 

 
“PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL DÉFICIT DE LA CAPACIDAD MENTAL O 
DEBE UTILIZARSE COMO JUSTIFICACIÓN PARA NEGAR SU CAPACIDAD 
JURÍDICA.” […]. 

 
“PERSONA CON DISCAPACIDAD. SISTEMA DE APOYO PARA EL EJERCICIO 
DE SU CAPACIDAD JURÍDICA.” […]. 

 
“PERSONA CON DISCAPACIDAD. EL ESTADO DEBE PRESTAR UN SISTEMA DE 
APOYOS PARA EL EJERCICIO DE SU CAPACIDAD JURÍDICA CONFORME A LA 



 
JM090045090193 

JUICIOS EN ESTADO DE SENTENCIA Y SENTENCIADOS 

SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 
DISCAPACITADAS.” […]. 

 

64. Señalado lo anterior, no pasa desapercibido para esta autoridad que, la 

promovente solicita el procedimiento para que se le designe a su tío, un auxiliar o 

acompañante por si llegara a requerir realizar algún trámite, siendo omisos en precisar 

algún otro aspecto en los cuales consideran que **********, requiere de un sistema de 

apoyo y la o las personas que lo pueden auxiliar. 

 

 
65. No obstante, esto no es impedimento para establecer dicho sistema de apoyos y 

salvaguardias, pues, de lo establecido en el escrito inicial, así como de la entrevista 

efectuada por esta autoridad el 28 **********, se pueden apreciar las áreas de apoyo 

requeridas por la citada **********. 

 

 
66. Así, se desprende que, actualmente, **********, sí puede realizar actividades 

físicas por sí mismo como el caminar, que efectúa actividades relacionadas con su 

aseo personal, alimentación (consumo) o higiene, que en cuanto a salir o acudir a 

citas con el doctor en caso de requerirlo, requiere que otra persona lo acompañe. 

También, mencionó que habita junto con su sobrina **********, quien lo acompaña 

frecuentemente a raizar los trámites necesarios en la vida cotidiana. 

 

 
67. En la aludida diligencia manifestó el señor ******** ******* *******, que tiene 

conocimiento del trámite de las presentes diligencias, las cuales refiere están 

tramitado para posteriormente él tramitar la pensión que le dejó su padre ante el 

Instituto Mexicano del Seguro Social. 

 

 
68. Por otra parte, manifestó que se encuentra de acuerdo en que su sobrina ******** 

******* *******, sea quien lo represente en los diversos trámites que sean necesarios, 

motivo por el cual requiere le sea designada como su tutora. 
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69. Finalmente, se aprecia que, se encuentra en buenas condiciones físicas de 

higiene y con vestimenta acorde a la temperatura ambiente, además de manifestar 

llevarse bien con su sobrina, percatándose esta autoridad que, se siente seguro con 

ella. 

 

 
70. En ese sentido, como sistema de apoyo para ******** ******* *******, autoridad 

determina que: 

I.- Deberá de contar con personas que estén al pendiente de él y de sus necesidades. 

 
II. Contar con alguien que la apoye económicamente en todos aquellos gastos que 
requiera como vivienda, transporte, vestimenta, calzado, accesorios de higiene 
personal y demás cosas que sean necesarias. 

 
III.- Que una persona lo acompañe cuando tenga citas médicas para que, en caso de 
requerir medicamentos, le pueda recordar la forma en que debe de tomarlos. 

 
IV.- Contar con el apoyo de parte de una o varias personas que la puedan auxiliar a 
tomar decisiones en cuanto a su salud, tratamientos médicos, así como en el manejo 
de sus bienes y cuentas bancarias, en caso de tenerlas. 

 
V.- Que se le ayude en la comprensión y razonamiento, o bien, en su adaptación a las 
exigencias de las relaciones y prácticas sociales, con la finalidad de que pueda 
exteriorizar su voluntad. 

 
VI.- Que se le auxilie en las cuestiones que le sean difíciles de entender, 
proporcionándole la información que le sea necesaria para su debida ponderación en 
el proceso de toma de decisiones. 

 
VII.- Se le deberá explicar, sobre el alcance y consecuencias que generará en su vida 
las decisiones que tome; explicación que no deberá de ser exhaustiva, pero sí reunir 
las características mínimas que le permitan tener la noción sobre dichas 
consecuencias. 

 

 

71. Sistema de apoyo el anterior el cual, podrá ajustarse, de conformidad con las 

necesidades y actividades diarias de ******** ******* *******. En el entendido de que, 

dichos apoyos, deberán de brindarse cada vez que él los requiera para tomar 

decisiones sobre algún hecho que le concierna, sin que para ello deba requerirse una 

evaluación de su capacidad mental. 
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72. Asimismo, los apoyos deberán de basarse en la voluntad y preferencias de 

******** ******* *******, y, no en lo que se crea mejor para protegerle o en su interés 

superior, por lo que no se le deberá aconsejar en un determinado sentido. Pues los 

apoyos, no sustituyen su voluntad, ni la validan, ni habilitan la celebración de actos 

jurídicos y, mucho menos deben forzarla a tomar decisiones sobre las que no esté 

segura. 

 

 
73. Por tanto, se establece que dichas medidas, estarán sujetas a una revisión 

periódica para que, de ser necesario, se procedan a agregar o modificar. Revisiones 

las cuales podrán ser a petición de cualquiera que justifique su interés en este asunto, 

incluso de oficio. 

 

 
74. Ahora bien, en cuanto a las salvaguardias, las cuales tienen como finalidad 

asegurar que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los 

derechos, la voluntad y las preferencias de la persona con discapacidad y, que no 

haya conflicto de intereses ni influencia indebida, esta autoridad, determina que, estas 

deberán de recaer sobre su sobrina de nombre ******** ******* ******* ******. 

 

 
75. Lo anterior en virtud de que, de la visita realizada y la entrevista efectuada por 

esta autoridad, se desprende que, ******** ******* *******, manifestó que le gustaría 

que fuera su sobrina ******** ******* ******* ******, quien la apoyara y la acompañara a 

la realización de los trámites que tuviera que hacer, ante las instituciones de 

seguridad social. 

 

 
76. En consecuencia, como parte del sistema de salvaguardia, y dadas las 

consideraciones ya vertidas, se designa a ******** ******* ******* ******., a fin de que 

sea ella quien, de manera principal, se asegure de que se lleven a cabo las medidas 

decretadas como parte del sistema de apoyo. 
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77. Estando obligada a garantizar que los apoyos brindados sean proporcionales y 

adaptados a las circunstancias de su hermana, así como vigilar que sean respetados 

sus derechos, su voluntad y sus preferencias, impidiendo cualquier clase de abuso. 

 

 
78. También, se deberán de asegurar que no exista ningún conflicto de intereses ni 

influencia indebida hacia la persona de ******** ******* ******* ******., debiendo hacer 

de! conocimiento de esta Autoridad, mediante una rendición de cuentas que se 

deberá de efectuar de manera semestral, cualquier situación que se presente y con 

la cual se busque coartar la capacidad jurídica y la dignidad de su tío. 

 

 
79. Es decir, el salvaguardia designado, a ******** ******* ******* , estará sujeto a 

exámenes periódicos a través de la rendición de cuentas semestrales; en el 

entendido de que, cualquier tercero podrá alegar la existencia de alguna vulneración 

a los derechos de ******** ******* ******* , lo cual se deberá de realizar de manera 

incidental. 

 

 
80. Lo anterior, acorde con lo también establecido por la Primera Sala de la SCJN, en 

la tesis que se cita a continuación: 

 

 
“PERSONA CON DISCAPACIDAD. LAS SALVAGUARDIAS PROPORCIONADAS 
EN EL ESTADO PARA IMPEDIR ABUSOS EN LAS MEDIDAS RELATIVAS AL 
EJERCICIO DE SU CAPACIDAD JURÍDICA DEBEN DE SER REVISABLES PARA 
QUE CUMPLAN EFECTIVAMENTE CON SU FUNCIÓN.” […]. 

 

 

81. Ahora bien, considerando el presente asunto, se estima necesario se haga del 

conocimiento la presente resolución a la Procuraduría de la Defensa de las Personas 

con Discapacidad del Estado de Nuevo León. A fin de que, estén enterados de las 

determinaciones aquí tomadas, brinden la animación necesaria para que pueda tener 

acceso a los apoyos y salvaguardias, programas, servicios, así como la valoración de 

su grado de afectación y atención médica y facilitar los canales institucionales con el 

objeto de que pueda exigir ante las autoridades competentes el goce y ejercicio pleno 

de los derechos, esto acorde con el artículo 42 de la LGIPD. 
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Decisión 

 

 
Primero. Se declara la inaplicación del sistema de interdicción y, en su lugar, se 

establece un sistema de apoyos y salvaguardias respecto de ******** ******* ******* 

******. 

 
Segundo. En virtud de lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, se 

reconoce la capacidad diferente con la que cuenta ******** ******* ******* ******.. 

 

 
Tercero. Se determina que ******** ******* ******* ******., deberá contar con un 

sistema de apoyo para lo cual se determina que: 

a) Deberá de contar con personas que estén al pendiente de él y sus necesidades. 

 
b) Contar con alguien que la apoye económicamente en todos aquellos gastos que 

requiera como vivienda, trasporte, vestimenta, calzado, accesorios de higiene 
personal y demás cosas que sean necesarias. 

 
c) Que una persona lo acompañe cuando tenga citas médicas para que, en caso de 

requerir medicamentos, le pueda recordar la forma en que debe de tomarlos. 

 
d) Contar con el apoyo de una o varias personas que le puedan auxiliar a tomar decisiones 

en cuanto a su salud, tratamientos médicos, así como en el manejo de sus bienes y 
cuentas bancarias, en caso de tenerlas. 

 
e) Que se le ayude a la comprensión y razonamiento, o bien, en su adaptación a las 

exigencias de la relación y prácticas sociales, con la finalidad de que pueda 
exteriorizar su voluntad. 

 
f) Que se le auxilie en las cuestiones que le sean difíciles de entender, proporcionándole 

la información que le sea necesaria para su debida ponderación en el proceso de 
tomar decisiones. 

 

g) Se le deberá de explicar, sobre el avance y consecuencias que generara en su vida las 
decisiones que tome; explicación que no deberá ser exhaustiva, pero si reunir las 
características mínimas que le permita n tener la noción sobre dichas consecuencias. 
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En el entendido de que, este sistema de apoyo, podrá ajustarse, de conformidad con 

sus necesidades y actividades diarias. Por tanto, estará sujeto a una revisión 

periódica para que, de ser necesario, se proceda ajustar tales apoyos. 

 

 
En la inteligencia de que, los apoyos establecidos, deberán de brindase cada vez que 

él los requiera para tomar decisiones sobre algún hecho que lo concierna, sin que 

para ello deba requerirse una evaluación de su capacidad mental. 

 

 
Finalmente, los apoyos deberán de basarse en su voluntad y preferencias y, no en lo 

que se crea mejor para protegerle o en su interés superior, ya que los apoyos, no 

sustituyen su voluntad, ni la validan, ni habilitan la celebración de actos jurídicos y, 

mucho menos se le debe de forzar a tomar decisiones sobre las que no esté seguro. 

 

 
Cuarto. Se establece un sistema de salvaguardias el cual estará a cargo de su 

sobrina ******** ******* ******* ******., quien deberá de asegurase que se lleven a 

cabo las medidas decretadas como parte del sistema de apoyo y, que se respeten los 

derechos, la voluntad y las preferencias de su tío. 

 

 
En virtud de lo anterior, una vez que, se encuentre debidamente notificado de la 

presente resolución, deberán de hacer del conocimiento de esta Autoridad, mediante 

una rendición de cuentas de manera semestral, cualquier situación que se presente 

y con la cual sea necesario ajustar el sistema de apoyo, así como, informar si se 

busca la capacidad jurídica y la dignidad de su tío. 

 

 
Quinto. Hágase del conocimiento de la Procuraduría de las personas con 

Discapacidad del Estado, las determinaciones aquí tomadas, a fin de que, de 

estimarlo oportuno, brinden la información necesaria para que puedan tener acceso 

a los apoyos y salvaguardias, programas, servicios, así como la valoración de su 

grado de afectación y atención médica y facilite los canales institucionales con el 



 
JM090045090193 

JUICIOS EN ESTADO DE SENTENCIA Y SENTENCIADOS 

SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 

objeto de que pueda exigir ante las autoridades competentes el goce y ejercicio pleno 

de sus derechos. 

 

 
Notifíquese personalmente. Así definitivamente juzgando lo resuelve y firma el 

Licenciado René de León Mireles, Juez Mixto del Noveno Distrito Judicial de Estado, 

ante la fe del Licenciado Santos Amadeo Galván Barrón, Secretario del Juzgado, 

quien también da fe de su publicación en el Boletín Judicial 8957 de este mismo día. 

Doy fe. 
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